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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA  Rad. 11001600005720088012001 (14-03-12) TERCERO DE BUENA FE – Debido proceso – Derecho de contradicción – Intervención procesal – Garantías – Aplicación del principio de integración normativa para regular su intervención procesal / NULIDAD – Por violación de garantías procesales a tercero de buena fe.

“De la premisa contenida en el artículo 29 de la Constitución Política, se deriva que nadie puede ser condenado sin que previamente haya sido escuchado, permitiendo su defensa, la posibilidad de presentar pruebas, controvertir las que se alleguen en su contra e impugnar los fallos adversos, garantía que no radica única y exclusivamente en cabeza del procesado, sino que se hace extensiva a la integridad de los intervinientes dentro de “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, según deriva del inciso primero de la norma constitucional.

En toda actuación judicial – penal en el que se adopten medidas que afecten derechos de terceras personas, para el caso concreto bienes muebles e inmuebles, deriva incontrastable que tal decisión debe estar precedida de esas reglas que comportan un proceso como es debido, esto es, que en forma diligente los servidores públicos competentes realicen las gestiones a su alcance a fin de notificar a todos los que pudieran tener algún derecho sobre dichas cosas para que, si a bien lo tienen, acudan a hacer valer sus pretensiones dentro de un debate contradictorio, con igualdad de oportunidades.

La H. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en sentencia de 28 de octubre de 2009, dentro del radicado 32452, MP Alfredo Gómez Quintero, precisamente al tratar el tema,  vulneración de los derechos de los terceros de buena fe indicó:

 “... Y es que despojar, con carácter de cosa juzgada, a un ciudadano del dominio que ejerce sobre un bien, tiene carácter de condena, de sanción, por modo que tal consecuencia solamente puede derivar de un juicio justo en donde sea escuchado y vencido legalmente. Ello no sucedió...”.

 (...)

 “... Si el mandato constitucional no fuese suficiente, que lo es, múltiples disposiciones del Código de Procedimiento Penal obligaban a fiscales y jueces a buscar a aquellos terceros que pudiesen tener algún derecho sobre el bien para escucharlos y permitirles defenderse.

Los artículos 1°, 4°, 5°, 7°, 10, 15 y 20, normas rectoras, obligatorias, prevalentes sobre cualesquiera otras y que deben ser utilizadas como fundamento de interpretación (artículo 26), imponen a los servidores la carga de respetar la dignidad de todos los intervinientes dentro del proceso, de hacer efectiva la igualdad con que deben ser tratados, de obrar imparcialmente orientándose por el imperativo de establecer con objetividad la verdad y la justicia.

Esas disposiciones también imponen el deber de no invertir la carga probatoria, de desarrollar la actuación con total respeto a los derechos fundamentales de las personas que intervienen en ella, teniendo como norte la eficacia del ejercicio de la justicia y la prevalencia del derecho sustancial, encontrándose obligados (los jueces) a corregir los actos irregulares tendiendo siempre al respeto de los derechos de lo intervinientes. Igual es carga de los funcionarios garantizar a todas las partes el derecho a conocer y a controvertir las pruebas, así como a intervenir en su formación, y respetar la facultad de impugnación contra las decisiones que tengan efectos patrimoniales.

En el caso analizado todos esos mandatos rectores del sistema procesal acusatorio fueron obviados en perjuicio del dueño del vehículo, como que no fue buscado para ofrecerle un trato equitativo a las demás partes, esto es, escucharlo y permitirle la defensa, y cuando se enteró de lo sucedido e imploró se conociera su versión no se le prestó atención alguna, actitud judicial que, obviamente, no se interesó, al menos sobre este aspecto, por establecer la verdad de manera imparcial y objetiva. 

No sólo se invirtió la carga de la prueba en contra de ese tercero, sino que se le condenó sin siquiera esgrimir argumento alguno que indicase que por no haber obrado de buena fe debía ser despojado de su patrimonio, esto es, se lo expropió con irrespeto total de sus derechos a probar, contra-probar, a impugnar...”
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En el caso analizado, es claro que las garantías fundamentales de esos terceros de buena fueron transgredidas, sin desconocer que el 27 de noviembre de 2008, en audiencia preliminar, el Juzgado 16 Penal Municipal con Función de Control de Garantías decretó el embargo y secuestro de los bienes inmuebles identificados con matriculas inmobiliarias números 366-32683, 36616271, 366-16270 y 36629509 y vehículo automotor de placas BRG-743, conforme lo previsto en el artículo 92 de la Ley 906 de 2004, esto es, para proteger el derecho a la indemnización de los perjuicios causados con el delito,  pues si bien Rubiela Osorio Londoño a través de su representante compareció al proceso, lo cierto es que no  tuvo oportunidad de controvertir la decisión adoptada por el juez de garantías ni mucho menos de probar que la compraventa anulada por el juez de instancia fue suscrita atendiendo los requisitos legales exigidos para el efecto,  pues su presentación en el  proceso se efectuó en la audiencia en la que las partes se pronunciaron sobre las condiciones individuales, familiares, sociales, modo de vivir y antecedentes de todo orden del culpable y la probable determinación de la pena aplicable, que se llevó a cabo finalizado el trámite del incidente de reparación y previo a adoptar la decisión final que puso fin al proceso en primera instancia.-

No desconoce la Sala, que el apoderado de la señora Osorio Londoño en el citado traslado del artículo 447 del Código de Procedimiento Penal, aportó al diligenciamiento varios elementos de convicción que acreditaban que había adquirido los inmuebles identificados con las matriculas inmobiliarias 366-16270 y 366-29509 de buena fue, como promesa de compraventa, certificado de tradición y escritura pública, pero revisado cuidadosamente el diligenciamiento se encuentra que éstos no fueron valorados, pues el a quo señaló que los mismos no podían ser tenidos en cuenta atendiendo que dicha facultad solo la podía ejercer hasta antes de iniciarse el juicio oral y además era un juez de garantías el que debía resolver sobre el particular, sin embargo, decretó la nulidad de la compraventa efectuada por dicha ciudadana con el acusado José Higinio Vargas Méndez.

Así las cosas, a la señora Osorio Londoño se le condenó sin esgrimir argumento alguno que indicase que por no haber obrado de buena fe debía ser despojada de su patrimonio, lo que llevó sin equivoco alguno, al total irrespeto de su derecho a probar y  contraprobar lo que en esa ultima oportunidad procesal anunció, en otras palabras, la sentencia del a quo transgredió derechos a la peticionaria, en tanto la despojó de su patrimonio, sin ser vencida ni oida en juicio.-

(…)
Recuérdese que el 27 de noviembre de 2008, en audiencia preliminar, el Juzgado 16 Penal Municipal con Función de Control de Garantías decretó el embargo y secuestro de los bienes inmuebles identificados con matriculas inmobiliarias números 366-32683, 36616271, 366-16270 y 36629509 y vehículo automotor de placas BRG-743, conforme lo previsto en el citado artículo 92 de la Ley 906 de 2004.

En conclusión en el trámite revisado se faltó a las formas propias de un proceso como es debido y a las garantías de la señora Rubiela Osorio Londoño, quien se anunció como tercero de buena fe, en su condición de propietaria de los inmuebles identificados con la matricula inmobiliaria  366-16270 y 366-29509.

(…)

Y como quiera que esas irregularidades sustanciales están previstas como motivos de nulidad en el artículo 457 del Código de Procedimiento Penal, se declarará la nulidad parcial de la sentencia de 7 de febrero de 2011, proferida  por el Juzgado 3 Penal del Circuito con Función de Conocimiento,  exclusivamente en cuanto decretó de la nulidad de los negocios jurídicos realizados por los procesados para que se adelante en debida forma un trámite incidental donde aquellas personas que se crean con derechos sobre dichos bienes ejerzan su derecho de contradicción, como bien tuvo oportunidad la H. Corte Suprema de señalarlo en la sentencia arriba citada y en la que concluyó vulneración de garantías fundamentales de terceros de buena fe, como en este particular caso.

“.. Es cierto que la Ley 906 del 2004 parece que no estableció con claridad un procedimiento a través del cual quienes se consideren terceros de buena fe puedan concurrir a hacer valer sus derechos. El supuesto vacío, no obstante, no puede servir de excusa para dejar de actuar, o, lo que es más grave, para hacerlo con irrespeto total de los derechos de esos posibles terceros de buena fe, en lo que constituye una perversión del debido proceso, pues en  este caso, en últimas, el procedimiento porque se optó y decidió comportó una condena originada exclusivamente en una responsabilidad objetiva.
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El artículo 25, que regula el principio de integración, dispone que cuando existan materias que no estén expresamente reguladas en el Código de Procedimiento Penal se debe acudir al de Procedimiento Civil. Y en los artículos 135 y siguientes del último estatuto se desarrolla todo lo relacionado con el trámite de incidentes procesales, previstos precisamente para resolver cuestiones accesorias.

Que el procedimiento civil, en cuanto a su forma, sea diferente del previsto en la Ley 906 del 2004, en modo alguno puede ser obstáculo para implementarlo en aquellos aspectos en que la última no haya reglado un asunto específico, tal como argumenta la Procuraduría, pues cuando el legislador procesal penal permitió la integración, en norma rectora y prevalente, conocía con suficiencia las características del estatuto procesal civil, y con conciencia de ello, ordenó la remisión...”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
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1.2. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA  Rad. 110013104008200900206 (09-11-11) DETERMINADOR – Noción – Configuración: Mecanismos de inducción / CONGRUENCIA – No se viola este principio por la variar la imputación de autor a determinador.

 “Sobre el particular, es acertado el criterio del censor en el sentido de la ausencia de medio probatorio que demuestre que el certificado judicial espurio hubiese sido elaborado por CANCELADA DUPONT, ya que incluso el detective del DAS, JUAN CARLOS ZULUAGA DUCUARA, coloca en duda que el procesado haya sido el sujeto encargado de crear o alterar el contenido del documento,…
(…)
Por tal motivo, el Tribunal concluye que resulta incorrecto imputar al procesado OSCAR HERMES CANCELADA DUPONT la conducta punible en calidad de autor, sin embargo sus actos si constituyen una clara participación en el ilícito como determinador del hecho criminal. 

El artículo 30 del Estatuto Penal dispone que son partícipes el determinador y el cómplice. En cuanto al primer tipo de participación refiere que actúa en tal calidad quien determine a otro a realizar la conducta antijurídica y que incurre en la pena prevista para la infracción.

La jurisprudencia ha ampliado el concepto de este modo de participación en el delito, de la siguiente manera:

“Recuérdese que el determinador, como lo ha dicho la Corte desde antaño, es la persona que mediante instigación, mandato, inducción, consejo, coacción, orden, convenio o cualquier medio idóneo, logra que otra realice material y directamente conducta de acción o de omisión descrita en un tipo penal…”
 (negrilla fuera del texto original).
La doctrina nacional por su parte, referente al estudio de la determinación o instigación ha precisado:

“Por “instigación” o “inducción”, se entiende la figura en virtud de la que una persona determina a otra a realizar el injusto doloso concreto; de allí que el instigador sea quien se limita a provocar en el autor concreto la resolución delictiva determinada sin tener el dominio del hecho, lo que lo distingue del coautor. Se puede instigar mediante regalos, promesas, amenazas, violencia, coacción, provocación de error en el instigado, con abuso del ascendiente o autoridad que se detenta, mediante la emisión de consejos, a través de la expresión de deseos, valiéndose de apuestas, etc.; lo importante es que cualquiera de los medios utilizados sea idóneo y eficaz de cara a la realización de la conducta perseguida
.” (negrilla fuera del texto original).

Por consiguiente, se concluye, OSCAR HERMES CANCELADA DUPONT actuó en tal condición, pues como lo indica el testigo JUAN CARLOS ZULUAGA DUCUARA, dentro de la acción criminal el sindicado cumplía la labor de mandar elaborar los certificados judiciales falsos a otra persona, y de esta manera lograba materializar la conducta descrita en el tipo penal de falsedad material en documento público.

Consecuencialmente, se mantiene la condena a OSCAR HERMES CANCELADA DUPONT en calidad de determinador de la conducta punible, variación que en nada incide en materia de punibilidad, pues como lo contempla el artículo 30 del Código Penal incurre en la misma pena prevista para el autor de la infracción, así como tampoco se inflige con esta variación el principio de congruencia
, pues se trata de una valoración de tipo jurídico que desde el punto de vista de la sanción no implica un tratamiento desfavorable para los intereses del procesado ni altera el núcleo fáctico de la acusación.”
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1.3. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA  Rad. 110016000019201010166 01 (05-03-12) PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD – Exclusión de beneficios y subrogados por antecedentes  - Aplicación del el inciso 3o del artículo 13 de la ley 1474 de 2011, que modificó el artículo 68A del Código Penal
 “Si la condena o antecedente penal que registra Ruslan Gustavo Nemeguen Mora de conformidad con el artículo 248 de la Constitución Nacional y según información del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, es del 8 de noviembre de 2007, claro es que el artículo 32 de la Ley 1142 de 2007, regía para ese momento, puesto que cobró vigencia el 28 de de junio de 2007, hizo bien el a quo en acudir a esta disposición para negar el subrogado de la condena de ejecución condicional.-

Circunstancia diferente es que atendiendo el principio constitucional de favorabilidad, la citada prohibición no debe ser tenida en cuenta, pues el inciso 3o del artículo 13 de la ley 1474 de 2011, que modificó el artículo 68 A del Código Penal, de manera expresa señala que lo dispuesto en esta normatividad, para el caso, prohibición de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena cuanto el procesado fue condenado por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores, no se aplicará respecto de la sustitución de la detención preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en los eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, ni en aquellos eventos en los cuales se aplique el pricicipio de oportunidad, los preacuerdos y negociaciones y el allanamiento a cargos”.

Eventualudades que se presentaron en el sub exámine, pues recuérdese que previo a dar inicio a la audiencia de formulación de acusación, Ruslan Gustavo Nemeguen Mora asesorado por su defensor y el ente fiscal llegaron a un preacuerdo, consistente en que aceptaba su participación y consecuente responsabilidad en los delitos imputados a cambio de una rebaja de pena de una tercera parte, y como consecuencia de ello, se le impusiera una pena definitiva de 34 meses y 20 días y multa de 22,22 salarios mínimos legales mensuales vigentes.”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
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